Radicación No: 66001-31-05-005-2015-00121-01
Marìa Orfa Martìnez Gonzàlez vs Colpensiones

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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Tema a tratar:    
PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ POR INVALIDEZ. REQUISITOS. De la norma citada se pueden extraer como presupuestos para la aludida pensión, los siguientes: (i) alcanzar 55 años de edad, (ii) contar con al menos 1000 semanas cotizadas al sistema pensional y (iii) padecer una deficiencia física, síquica o sensorial de al menos el 50%. DEFICIENCIA. VALORACIÓN. Finalmente, frente al tema de la deficiencia, se tiene en el proceso prueba documental que acredita que al ítem de deficiencia en la calificación de la señora Martínez González, se le asignó un porcentaje de 34,28% sobre un 50% como máximo posible. –fl. 19-. Visto de manera plana el porcentaje, se podría decir sin ambages que resulta inferior al 50% exigido en la norma, pero en realidad de verdad, este porcentaje debe analizarse, atendiendo que la valoración total de la pérdida de capacidad laboral toma en consideración varios factores, siendo uno de ellos la deficiencia, el cual tiene un peso del 50% en la calificación total de la disminución en la capacidad de trabajo. Por lo tanto, el valor que se imponga por la entidad calificadora en dicho ítem, como en este caso lo fue el 34,28%, no puede tomarse sobre el 100% de la deficiencia, como lo pretende la sociedad demandada en los alegatos de conclusión y en la misma defensa planteada en la contestación, pues ello acarrearía la absoluta imposibilidad de acceder a esta prestación especial de vejez porque obligaría a que se alcance la tasa de deficiencia máxima posible, sino que debe mirarse, como bien lo hizo la a-quo, en armonía con el peso que tiene la deficiencia al establecer el valor total de la pérdida de capacidad laboral. Como tal ítem –el de la deficiencia- cuenta con un porcentaje máximo del 50% y a la actora se le asignó un porcentaje del 34.28%, necesariamente tal valor debe convertirse al 100%, con lo que se alcanza un 68,56% de deficiencia que tiene la actora, suma que excede ampliamente el porcentaje requerido por el legislador para entregar la aludida prestación.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy treinta (30) de marzo de dos mil diecisiete (2017), siendo las nueve de la mañana (09:00 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el recurso de apelación propuesto por el portavoz judicial de la demandante y el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia dictada el 13 de abril de 2016 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral de María Orfa Martínez González contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para sí a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 
A continuación se profiere 
SENTENCIA

Se persigue de manera principal en la demanda, que se declare que la demandante es beneficiaria de la pensión especial de vejez contemplada en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, que cuenta con 1.026 semanas cotizadas al sistema pensional y que la aludida prestación se debe conceder a partir del 15 de agosto de 2008, en consecuencia pide que se concede a la sociedad demandada a reconocer y pagar la aludida prestación, con el correspondiente retroactivo, los intereses moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas del proceso. En subsidio, persigue que en aplicación del principio de la condición más beneficiosa se le reconozca y pague la pensión de invalidez, conforme al Acuerdo 049 de 1990, desde la misma calenda antes anotada, e igualmente por los réditos por mora.

Afinca dichos pedidos en que nació el 08 de enero de 1946, que con dictamen de Medicina Laboral del ISS se determinó la pérdida de capacidad laboral del demandante con un 57,38% y una deficiencia del 34.28%, estructurada el 15 de agosto de 2008, que entre el sector público y Colpensiones la demandante alcanzó a cotizar 1.026 semanas, que se efectuaron pagos a Colpensiones hasta el 31 de julio de 2011 a través del régimen subsidiado de pensiones, que el 21 de marzo de 2014 solicitó el reconocimiento de la pensión especial de vejez por invalidez, que mediante decisión del 19 de agosto de 2014 se negó la pensión, bajo el argumento de que no cumplía con la densidad de semanas exigidas y tampoco contaba con el factor de deficiencia, pues este se calificó en el 34.28%, que dicho acto fue apelado, que el recurso e resolvió confirmando la decisión, que al 1º de abril de 1994 contaba con un total de 880 semanas cotizadas al sistema pensional.

Admitida la demanda se dio traslado a la demandada, la que allegó respuesta por medio de profesional del derecho que se manifestó respecto a los hechos de la demanda, aceptando la fecha de nacimiento de la actora, la calificación de su pérdida de capacidad laboral y fecha de estructuración, la reclamación pensional y la respuesta dada por la entidad, así como el agotamiento del recurso de apelación. Frente a los restantes estima que no son ciertos y que no le constan. Se opone a la prosperidad de las pretensiones y formula como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia de los intereses de mora” y “Prescripción”.

    II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La a quo, luego de hacer un recuento de los requisitos establecidos para la pensión especial de vejez por invalidez, encontró que la demandante los satisfacía a plenitud, pues superaba la edad, contaba con 1.002 semanas y la deficiencia calificada en el dictamen aportado como prueba en la demanda, analizada al tenor de los artículos 7 y 8º del Decretos 917 de 1999, permite colegir que en realidad de verdad el valor asignado corresponde a 34,28% sobre un 50%, lo que en realidad le permite colegir que equivale a más de un 68% sobre un 100% de la capacidad de trabajo de la demandante, superándose con claridad el porcentaje exigido. Indicó que la misma debía concederse desde el momento de satisfacción del último requisito, que en este caso lo fue la densidad de cotizaciones, por lo que la prestación debería reconocerse desde el 01 de febrero de 2011. Sin embargo, al momento de concretar el valor del retroactivo pensional, indicó que la prescripción extinguió las causadas antes del 21 de marzo de  2011, habida cuenta que la reclamación se surtió en esa misma fecha del año 2014. Impuso los réditos moratorios desde el 21 de septiembre de 2014 y hasta el pago efectivo de las mesadas.

III. APELACIÓN
La apoderada de la parte actora estuvo conforme con la decisión salvo en lo tocante al tema de la prescripción, pues estima que la misma corrió desde el dictamen que fue el 25 de octubre de 2011 y no desde el 1º de febrero como lo fijó el a-quo, pues fue a partir de aquella calenda que la demandante pudo reclamar el derecho a la entidad y lo hizo en el interregno de los tres años.

Además de la alzada suscitada, se dispuso la consulta de la decisión al encontrar que la misma era desfavorable para Colpensiones.

IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Se cumplen las condiciones para que la demandante acceda a la pensión especial de vejez por invalidez?

¿Se configuró parcialmente la excepción de prescripción propuesta por la portavoz judicial de la sociedad demandada?

2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Establece el inciso 1º del parágrafo 4º del artículo 33 de la ley 100 de 1993, la denominada pensión especial de vejez por invalidez, lo que hace con el siguiente tenor: 

“Se exceptúan de los requisitos establecidos en los numerales 1º y 2º del presente artículo, las personas que padezcan una deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que cumplan 55  años de edad y que hayan cotizado en forma continua o discontinua 1000 o más semanas al régimen de seguridad social establecido en la Ley 100 de 1993”.
De la norma citada se pueden extraer como presupuestos para la aludida pensión, los siguientes: (i) alcanzar 55 años de edad, (ii) contar con al menos 1000 semanas cotizadas al sistema pensional y (iii) padecer una deficiencia física, síquica o sensorial de al menos el 50%. Son estos presupuestos a los que se contraerá el estudio de la Sala con miras a resolver el primero de los cuestionamientos jurídicos planteados.

En el caso, se tiene constancia de que la demandante nació el 08 de enero de 1946, tal como se constata con la copia de la cédula visible a folio 18 del proceso, en virtud de lo que se puede colegir que cuenta sobradamente con la edad mínima señalada.
En lo tocante a la densidad de semanas, se tiene que conforme a la historia laboral obrante a folios 100 y ss., la actora cotizó a Colpensiones un total de 115,72 semanas, más sin embargo, obran en el proceso constancias del tiempo laborado por la actora como auxiliar de enfermería en varias partes. Así por ejemplo, se tiene a folio 31 certificación expedida por el Municipio de San José del Palmar, Chocó, en la cual se relata que la demandante laboró allí entre el 01 de agosto de 1983 al 07 de mayo de 1992, período que equivale a 3.203 días o 457,57 semanas.

Igualmente se cuenta con tres certificaciones de información laboral (fls. 32, 41 y 44), en las que se informa que la demandante laboró en el Municipio de Pensilvania Caldas entre el 01 de febrero de 1977 al 06 de junio de 1983 –para un total de 2.317 días o 331 semanas-; igualmente se acredita que laboró en el Municipio de Salamina, Caldas entre el 01 de agosto y el 30 de noviembre de 1972, para un total de 122 días o 17,42 semanas; finalmente se allega información del tiempo laborado por la demandante en el municipio de Belalcazar, Caldas, el cual va del 09 de abril de 1974 y el 30 de agosto de 1975, para un total de 509 días o 72,43 semanas. Todos estos períodos más el tiempo informado en la historia laboral mencionada, arrojan un total de 994,14 semanas, las que serían insuficientes frente a la exigencia legal. Sin embargo, al revisar la aludida historia laboral, se observa que allí se están obviando dos ciclos efectivamente cotizados por la demandante, correspondientes a los meses de octubre y noviembre del año 2008, pagos que aparecen efectuados a folios 64 y 65. Este tiempo, equivalente a 8,57 semanas, adicionado a las 994,14 obtenidas anteriormente, alcanza a las 1.002,71 semanas, superándose la densidad exigida en la norma.

Finalmente, frente al tema de la deficiencia, se tiene en el proceso prueba documental que acredita que al ítem de deficiencia en la calificación de la señora Martínez González, se le asignó un porcentaje de 34,28% sobre un 50% como máximo posible. –fl. 19-. Visto de manera plana el porcentaje, se podría decir sin ambages que resulta inferior al 50% exigido en la norma, pero en realidad de verdad, este porcentaje debe analizarse, atendiendo que la valoración total de la pérdida de capacidad laboral toma en consideración varios factores, siendo uno de ellos la deficiencia, el cual tiene un peso del 50% en la calificación total de la disminución en la capacidad de trabajo. Por lo tanto, el valor que se imponga por la entidad calificadora en dicho ítem, como en este caso lo fue el 34,28%, no puede tomarse sobre el 100% de la deficiencia, como lo pretende la entidad demandada en los alegatos de conclusión y en la misma defensa planteada en la contestación, pues ello acarrearía la absoluta imposibilidad de acceder a esta prestación especial de vejez porque obligaría a que se alcance la tasa de deficiencia máxima posible, sino que debe mirarse, como bien lo hizo la a-quo, en armonía con el peso que tiene la deficiencia al establecer el valor total de la pérdida de capacidad laboral.

Como tal ítem –el de la deficiencia- cuenta con un porcentaje máximo del 50% y a la actora se le asignó un porcentaje del 34.28%, necesariamente tal valor debe convertirse al 100%, con lo que se alcanza un 68,56% de deficiencia que tiene la actora, suma que excede ampliamente el porcentaje requerido por el legislador para entregar la aludida prestación.

Por lo tanto, ninguna duda queda de que la demandante es beneficiaria de la prestación pretendida.

El paso a seguir es determinar desde qué calenda debe pagarse la misma, y los efectos de la prescripción sobre las mesadas debidas. 
Teniendo en cuenta la naturaleza de esta prestación, ha de decirse que es aplicable el artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990, esto es, que es necesaria la desafiliación al sistema para iniciar a disfrutar la pensión, previa satisfacción de todos los requisitos. En este caso, tal como lo fijó la a-quo, la satisfacción de requisitos –densidad de semanas- y la desafiliación al sistema coinciden -31 de enero de 2011-, por lo que es a partir del 01 de febrero de 2011 que debe iniciar a pagarse la pensión, amén que la invalidez se estructuró en agosto de 2008 y la edad se satisfizo en enero del año 2001.

Ahora, para efectos de establecer si ha operado la prescripción como lo declaró la jueza de primer grado, es necesario determinar la calenda desde la cual se hizo exigible la pensión. Tal circunstancia, en el caso puntual, ocurrió el 25 de octubre de 2011, calenda en la cual se determinó la merma en la capacidad laboral de la actora, que si bien la estructuró en una fecha anterior, fue en esa oportunidad que se conoció por la demandante que podía aspirar a la pensión especial perseguida. No puede ser, como lo consideró la a-quo, el 01 de febrero de 2011 la calenda de exigibilidad de la prestación, pues para ese momento se tenía la incertidumbre sobre el porcentaje de deficiencia que tenía la actora, siéndole imposible jurídicamente elevar cualquier reclamación al respecto.

Es claro, entonces, que la contabilización del período trienal de prescripción se inició el 25 de octubre de 2011 y como el 21 de marzo de 2014 se agotó la reclamación de la prestación, se dio una interrupción oportuna de dicho lapso, el cual se cortó de manera definitiva con la presentación de la demanda el 05 de marzo de 2015.

Por lo tanto, se deberá revocar parcialmente el numeral primero de la sentencia apelada y en su lugar se declarará no probada la excepción de prescripción.

Igualmente se deberá modificar y actualizar el ordinal o de la providencia, incluyendo las mesadas de febrero y marzo de 2011 y trayendo el valor del retroactivo hasta la calenda de esta decisión, lo que se refleja en el siguiente cuadro:

[image: image1.emf]año vlr mesada mesadas total

2011 875.758,00 $         12 10.509.096,00 $     

2012 908.424,00 $         13 11.809.512,00 $     

2013 930.589,00 $         13 12.097.657,00 $     

2014 948.643,00 $         13 12.332.359,00 $     

2015 983.363,00 $         13 12.783.719,00 $     

2016 1.049.937,00 $      13 13.649.181,00 $     

2017 1.110.308,38 $      2 2.220.616,76 $        

TOTAL 75.402.140,76 $     


En los términos antes dichos, se revocará parcialmente y se modificará la sentencia de primer grado.

Las costas en esta instancia serán a favor de la parte actor y a cargo de Colpensiones, ante la prosperidad del recurso de apelación.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Revocar parcialmente el ordinal primero de la sentencia en lo tocante a declarar probada parcialmente la excepción de prescripción y en su lugar se declara no probada.

2. Se modifica y actualiza el ordinal 3º de la providencia aludida, en cuanto al valor del retroactivo causado entre el 01 de febrero de 2011 y la fecha de esta providencia, el cual equivale a la suma de $75.402.140,76, suma que deberá cancelarse por parte de Colpensiones a favor de la señora María Orfa Martínez González, sin perjuicio de las mesadas que se causen posteriormente hasta la incorporación en nómina.   
3. Confirmar la sentencia en todo lo demás.

4. Condenar en costas de segunda instancia a Colpensiones a favor de la parte actora.

NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

 OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA 


 
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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